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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:40, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informes



Dos certificados de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los oficios de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante los cuales solicita el acuerdo del Senado para los siguientes nombramientos, con la urgencia en los términos del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental:



-Como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, el del señor Arturo José Prado Puga (boletín N° S 1.926-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


-Como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, el de la señorita Lya Graciela Cabello Abdala (boletín N° S 1.925-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín N° S 1.930-05), con la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 3).



--Quedan para tabla.

ACUERDO DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron que se trate en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria que se celebrará a continuación el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín N° S 1.930-05).

IV. ORDEN DEL DÍA

PROPOSICIÓN PARA NOMBRAMIENTO DE SEÑOR ARTURO JOSÉ PRADO PUGA COMO MINISTRO DE CORTE SUPREMA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República contenida en el oficio en el cual solicita el acuerdo del Senado para designar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Arturo José Prado Puga, con certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.926-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 6ª, en 5 de abril de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (certificado): sesión 9ª, en 18 de abril de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión recibió en audiencia al señor Prado en una sesión a la que también asistió el señor Ministro de Justicia.



El órgano técnico deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los ministros de la Corte Suprema.



Cabe tener presente que el acuerdo para nombrar al señor Arturo Prado Puga requiere dos tercios de los Senadores en ejercicio, esto es, 23 votos a favor.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, paso a informar a la Sala que el órgano técnico, en sesión celebrada hoy, conoció del oficio al cual se ha hecho referencia.



En este último, signado con el número 462, de 3 de abril del año en curso, la Primera Mandataria hace presente que, por el cese de funciones del señor Pedro Pierry Arrau, se encuentra vacante en la Excelentísima Corte Suprema un cargo de Ministro correspondiente a abogados extraños a la administración de justicia.



Agrega que, mediante oficio número 363, de 29 de julio de 2016, el Máximo Tribunal le comunicó al Poder Ejecutivo la cinquena formada para proveerlo. Los antecedentes de dicha resolución figuran en el acta N° 89-2016, que da cuenta de la sesión celebrada el 27 de julio de 2016 por el Pleno.



Teniendo en cuenta lo anterior, la Jefa del Estado viene en solicitar el acuerdo del Senado para designar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Arturo José Prado Puga.



En relación con el nombramiento, debe tenerse presente lo dispuesto por el artículo 78 de la Constitución Política de la República, el cual establece que la Corte Suprema se compone de veintiún ministros, los que son nombrados por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado. La misma norma dispone que esta Corporación deberá adoptar su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si la proposición no se aprobare, la Corte deberá completar la quina con un nuevo nombre, en sustitución del rechazado, y el procedimiento se repetirá hasta alcanzar un acuerdo.



Por su parte, el inciso cuarto de la disposición señalada determina que cinco de los miembros del Máximo Tribunal deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, en posesión del título por al menos quince años, con un papel destacado en la actividad profesional o universitaria y que cumplan los demás requisitos que establece la Ley Orgánica Constitucional respectiva.



Según consta en los antecedentes que acompañaron al oficio de la Primera Mandataria, el señor Prado es chileno, licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad de Chile y se tituló de abogado en el año 1982.



En una abreviada síntesis de su currículum, cabe mencionar que, en el ámbito académico, es doctor en Derecho por la Universidad de Navarra, profesor titular de la cátedra de Derecho Comercial en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y Presidente Ejecutivo del Instituto Chileno de Derecho Comercial. Es autor de más de cuarenta publicaciones, que incluyen libros, obras colectivas, monografías y artículos en revistas periódicas sobre diversas materias vinculadas al derecho.



En el campo profesional, se inició como procurador del Banco de Crédito e Inversiones en el año 1978, entidad donde llegó a ocupar el cargo de Gerente del Área Judicial. Es Consejero General del Colegio de Abogados de Chile desde el año 1996, y en la actualidad cumple su segundo período como abogado integrante de la Excelentísima Corte Suprema.



La Comisión recibió al señor Prado en audiencia especialmente convocada al efecto, a la cual concurrió, asimismo, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga.



En dicha sesión tuvimos la oportunidad de conocer más a fondo su trayectoria en los planos profesional, académico, gremial y judicial, y de intercambiar una serie de puntos de vista acerca de distintos aspectos vinculados al desempeño de la labor en ese último ámbito.



Materias que despertaron un especial interés fueron la forma en que se lleva a cabo el gobierno judicial; el nivel de autonomía y los mecanismos de control relativos a la labor del Ministerio Público; el sistema de justicia civil y su eventual reforma, y la manera en que el ejercicio de la profesión puede incidir en el cumplimiento del cargo al cual se postula.



Todos estos aspectos fueron objeto del correspondiente análisis por parte del órgano técnico y del señor Prado, contándose también con la participación, como ya he señalado, del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos.



En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Larraín y quien habla, acordó informar a la Sala que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Arturo José Prado Puga cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



He dicho.



Aprovecho la oportunidad para solicitar la apertura de la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo al respecto?


Acordado.


En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación del señor Arturo José Prado Puga como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 25 votos a favor, un voto en contra y una abstención.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Lily Pérez y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Navarro.


Se abstuvo el señor Moreira.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las Honorables señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los Senadores señores Araya y Girardi dejan constancia de su intención de voto a favor.

PROPOSICIÓN PARA NOMBRAMIENTO DE SEÑORITA LYA GRACIELA CABELLO ABDALA COMO FISCAL JUDICIAL DE CORTE SUPREMA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República contenida en el oficio en el que solicita el acuerdo del Senado para designar Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a la señorita Lya Graciela Cabello Abdala, con certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.925-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 6ª, en 5 de abril de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (certificado): sesión 9ª, en 18 de abril de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión recibió en audiencia a la señorita Cabello en una sesión a la que también asistió el señor Ministro de Justicia.



El órgano técnico deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, de que la proposición cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico.



Cabe tener presente que el acuerdo del Senado para nombrar a la señorita Cabello requiere dos tercios de sus miembros en ejercicio, esto es, 23 votos a favor.



Nada más.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Por favor! ¡Aquí no se hacen manifestaciones!



--(Manifestaciones en tribunas).



Pido que esa señora salga de la Sala.



--(Manifestaciones en tribunas).



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe, Presidente de la Comisión.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en sesión celebrada hoy, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento conoció del oficio al cual se ha hecho referencia.



En este último, signado con el número 463, de fecha 3 de abril del presente año, la Primera Mandataria hace presente que se encuentra vacante el cargo de Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, debido a la renuncia voluntaria presentada por el señor Juan Nolberto Escobar Zepeda.



Agrega que el Máximo Tribunal le comunicó al Gobierno, mediante el oficio número 580, de 12 de diciembre de 2016, la cinquena formada para proveerlo.



Los antecedentes de dicha resolución se encuentran recogidos en el acta N° 142-2016, que da cuenta de la sesión celebrada el 5 de diciembre de 2016 por el Pleno.



Teniendo en cuenta lo anterior, la Jefa del Estado informa que ha resuelto solicitar el acuerdo de esta Corporación para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a la Ministra de Corte de Apelaciones señorita Lya Graciela Cabello Abdala.



Cabe hacer presente que el artículo 78 de la Constitución Política establece, en su inciso tercero, que los ministros y los fiscales judiciales del Más Alto Tribunal serán nombrados por el Presidente de la República, quien los elegirá de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte y requerirá el acuerdo previo del Senado. Esta Corporación deberá adoptar su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si no se aprobare la proposición, el Máximo Tribunal deberá completar la quina y determinar un nuevo nombre en sustitución del rechazado, y el procedimiento se repetirá hasta alcanzar un acuerdo.



El inciso quinto, por su parte, preceptúa que, cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, la nómina se formará exclusivamente con integrantes de este y deberá ocupar un lugar en ella el ministro de Corte de Apelaciones más antiguo que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.



A su turno, el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, la designación de los fiscales judiciales de la Corte Suprema.



Según consta en el curriculum vitae que se adjuntó al oficio de la Primera Mandataria, la señorita Lya Cabello Abdala inició su carrera judicial en 1981, como Jueza de Letras de Río Negro. Posteriormente, en 1983, ascendió al cargo de Secretaria del 2° Juzgado del Crimen de Santiago, y en 1988 fue promovida a Relatora de la Corte de Apelaciones de Santiago. En 1994 ocupó el cargo de Jueza del 19° Juzgado Civil de Santiago, y desde 1999 a la fecha se desempeña como Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel.



La Comisión recibió a la señorita Cabello en audiencia especialmente convocada al efecto, a la cual concurrió, asimismo, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga. Esto proporcionó la oportunidad de conocer con mayor detalle la trayectoria y experiencia de ella en los ámbitos profesional, judicial y académico, y de sostener un intercambio de ideas y opiniones con relación a diversos aspectos vinculados al desempeño de la labor de Fiscal Judicial del Máximo Tribunal y al ejercicio de la función judicial.



Particular interés suscitaron temas tales como el rol que cumple en este momento la Fiscalía Judicial, su funcionamiento y sus actuales atribuciones, los resultados que alcanza en nuestro medio el proceso penal y variados aspectos propios del gobierno judicial.



En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Larraín y quien habla, acordó informar a la Sala que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a la señorita Lya Graciela Cabello Abdala cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



He dicho.



Aprovecho para solicitar la apertura de la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación de la señorita Lya Graciela Cabello Abdala como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 30 votos a favor y una abstención.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Moreira.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CAMPOS (Ministro de Justicia y Derechos Humanos).- Señor Presidente, solo deseo agradecerle al Honorable Senado, en nombre de la Primera Mandataria, las dos designaciones que ha efectuado esta tarde, las que, a nuestro entender, van a fortalecer y enriquecer el trabajo de la Excelentísima Corte Suprema y nuestros afanes de que la justicia pueda seguir verificándose en los términos en que se halla concebida en nuestra Constitución Política.



Les extiendo mi reconocimiento a todos los señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, de acuerdo con la ley, no me afecta ninguna inhabilidad para ejercer mi derecho constitucional como Senador de la República. Sin embargo, como una señal de probidad y transparencia, tomé la decisión de abstenerme en las votaciones para los nombramientos de Ministro y de Fiscal Judicial de la Corte Suprema, tal como lo hice en el pasado con la designación del Fiscal Nacional, señor Jorge Abbott.



Esta Corporación ha ratificado la solicitud presentada por la Presidenta Michelle Bachelet para nominar al señor Arturo José Prado Puga en el cargo de Ministro de la Corte Suprema, quien reemplazará al señor Pedro Pierry Arrau, y a la señorita Lya Graciela Cabello Abdala como Fiscal Judicial de la Corte Suprema, quien desempeñará esas funciones en reemplazo del señor Juan Nolberto Escobar Zepeda.



Quiero recalcar que no tengo ninguna inhabilidad para participar en la votación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 78 de la Constitución, que faculta al Senado para prestar su aprobación para el nombramiento de ministros y fiscales de la Corte Suprema.



Sin embargo, existiendo la posibilidad de que el Máximo Tribunal de la República conozca la solicitud de desafuero en mi contra, solicitada por el Ministerio Público, he estimado adecuado y prudente restarme de participar en las votaciones recién efectuadas como una señal de probidad y transparencia.



Por eso, señor Presidente, me he abstenido en ambas votaciones y quiero dejar constancia de ello.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de su planteamiento, señor Senador.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción 

ANEXOS

DOCUMENTOS

1

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR ARTURO JOSÉ PRADO PUGA

(S 1.926-05)

Valparaíso, 18 de abril de 2017.


CERTIFICO que, con esta fecha, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tomó conocimiento del oficio Nº 462 del Gabinete de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de fecha 3 de abril de 2017, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, en una vacante correspondiente a abogados extraños a la Administración de Justicia, al abogado señor ARTURO JOSÉ PRADO PUGA, por el cese de funciones de don Pedro Pierry Arrau (Boletín Nº S 1.926-05).

A la sesión en que la Comisión analizó esta proposición asistió, especialmente invitado, el abogado señor Arturo Prado Puga

Concurrió, además de sus miembros el Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech.


Participó, igualmente, por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, el Ministro señor Jaime Campos Quiroga, el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo; el Jefe de la División Judicial, señor Álvaro Pavez, y el asesor de comunicaciones, señor Rodolfo Carrasco.


Por el Poder Judicial, estuvieron presentes las periodistas señoras Madelaine Durán y Daniela Romero.


Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron los asesores señora Elvira Oyanguren y señores Guillermo Briceño y señor Luis Batalle.



Estuvieron presentes por la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Héctor Mery; por la  Confederación Nacional Bancaria, CONABON, su Directora señora Mitzi Badilla; por la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Juan Pablo Cavada; la asesora del H. Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; el asesor del H. Senador señor Bianchi, señor Claudio Barrientos; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca; la señora Ana María Ovalle y el señor José Miguel Prado.

- - -


Dada la prontitud con la que debe resolverse este asunto, los Comités del Senado acordaron, en sesión de fecha 11 de abril del presente año, autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para informarlo mediante certificado.


Además, cabe tener en vista que, según lo dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado Su Excelencia la señora Presidenta de la República, ha de ser considerada en una sesión especial de esta Corporación y, para ser aprobada, requiere del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -


Debe considerarse también que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia que establece el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para esta solicitud de acuerdo, que vence el día viernes 5 de mayo del presente año.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política de la República

El artículo 78 de la Ley Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún ministros, los que son nombrados por el Presidente de República, con acuerdo del Senado. Esta Corporación deberá adoptar su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si no se aprobare la proposición del Presidente de la República, la referida Corte deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se alcance un acuerdo.


El inciso cuarto del mencionado precepto dispone que cinco de los miembros de este tribunal serán abogados extraños a la administración de justicia, deberán estar en posesión del título respectivo por a lo menos quince años, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás requisitos que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.

1.2. Código Orgánico de Tribunales

El artículo 254 señala que para ser ministro de la Corte Suprema se requiere ser chileno, tener título de abogado y haber ejercido la profesión por a lo menos quince años.

1.3. Reglamento del Senado

El artículo 205 prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República


En su ya señalado oficio N° 462, la Primera Mandataria recuerda que se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema por el cese de funciones del Ministro señor Pedro Pierry Arrau.


Para proveer dicha vacante y de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 78 de la Constitución Política, el Máximo Tribunal llamó a concurso público para seleccionar a los candidatos a ocupar la mencionada vacante.


Una vez cumplida esta etapa, el día 27 de julio de 2016, el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema, convocado especialmente para tal efecto, confeccionó la nómina de los candidatos seleccionados, resultando elegidos, de entre los 9 postulantes que en esa oportunidad fueron votados, los siguientes cinco abogados:

	Jorge Lagos Gatica
	  7 votos

	María Eugenia Montt Retamales
	  7 votos

	Emilio Pfeffer Urquiaga
	  8 votos

	Arturo Prado Puga
	11 votos

	Gastón Salinas Ugarte
	  6 votos



Esta cinquena fue comunicada a la Jefa de Estado mediante el oficio N° 363, de 29 de julio de 2016.


Con fecha 3 de abril de 2017, la Primera Mandataria, mediante oficio GAB. PRES. Nº 462, comunicó al Senado que había escogido al abogado señor Arturo José Prado Puga para ocupar el cargo vacante, solicitando el acuerdo de esta Corporación para designarlo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.


La Sala del Senado tomó conocimiento del referido oficio en sesión celebrada el día 5 de abril del año en curso, oportunidad en la cual también se dio cuenta de la ya mencionada urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Según consta en el currículum vitae que se adjuntó al referido oficio, el señor Prado Puga es chileno, Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad de Chile y se tituló de abogado en el año 1982.


En síntesis, en el ámbito académico, es Doctor en Derecho por la Universidad de Navarra, profesor titular de la cátedra de Derecho Comercial en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y Presidente Ejecutivo del Instituto Chileno de Derecho Comercial. Es autor de más de 40 publicaciones, las que incluyen libros, obras colectivas, monografías y artículos en revistas periódicas, sobre diversas materias vinculadas al derecho.


En el campo profesional, se inició como procurador del Banco de Crédito e Inversiones en el año 1978 y desde 1997 es el Gerente del Área Judicial de esa entidad. Es Consejero General del Colegio de Abogados de Chile desde el año 1996 y, en la actualidad, cumple su segundo período como abogado integrante de la Excelentísima Corte Suprema.

- - -


Los antecedentes acompañados a esta proposición fueron analizados por la Comisión, la que, además, sostuvo un intercambio de pareceres con el señor Prado Puga en relación a su trayectoria y a un conjunto de aspectos propios del ejercicio de la labor judicial.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, acordó informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombrar al abogado señor Arturo José Prado Puga como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.


Acordado en sesión celebrada el día 18 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, a 18 de abril de 2017.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR FISCAL JUDICIAL DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA LYA GRACIELA CABELLO ABDALA 

(S 1.925-05)

Valparaíso, 18 de abril de 2017.


CERTIFICO que, con esta fecha, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tomó conocimiento del oficio Nº 463 de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, del día 3 de abril de 2017, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a la señora LYA GRACIELA CABELLO ABDALA (Boletín Nº S 1.925-05).


A la sesión en que la Comisión analizó esta proposición asistió, especialmente invitada, la actual Ministra de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel, señora Lya Graciela Cabello Abdala.


Concurrieron también los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech e Iván Moreira Barros.

Participaron igualmente, por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Ministro señor Jaime Campos Quiroga; el Jefe de la División Jurídica, señor Ignacio Castillo; el Jefe de la División Judicial, señor Álvaro Pavez; el asesor de comunicaciones, señor Rodolfo Carrasco, y la fotógrafa, señora Claudia Basaure.


Por el Poder Judicial concurrieron las periodistas señoras Madelaine Durán y Daniela Romero, y el asesor señor Roberto Pumarino.


Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron los asesores, señoras, Elvira Oyanguren y Verónica Pinilla, y señores Luis Batalle y Guillermo Briceño.


Estuvieron presentes por la Fundación Jaime Guzmán, el asesor señor Héctor Mery; por la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Juan Pablo Cavada; la asesora del H. Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; el asesor del H. Senador señor Bianchi, señor Claudio Barrientos; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca, y el periodista del Comité PS, señor Francisco Aedo.
- - -


Dada la prontitud con la que debe resolverse este asunto, los Comités del Senado acordaron, en sesión de fecha 11 de abril del presente año, autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para informarlo mediante certificado.


Además, cabe tener en vista que, según lo dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado Su Excelencia la señora Presidenta de la República, ha de ser considerada en una sesión especial de esta Corporación y para ser aprobada, requiere del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -


Debe considerarse también que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia que establece el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para esta solicitud de acuerdo, que vence el día viernes 5 de mayo del presente año.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1.- Constitución Política de la República


El artículo 78 de la Ley Fundamental establece, en su inciso tercero, que los ministros y los fiscales judiciales del Máximo Tribunal del país serán nombrados por el Jefe de Estado, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema, y requerirá el acuerdo previo del Senado. Esta Corporación deberá adoptar su decisión por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si no se aprobare la proposición del Presidente de la República, la referida Corte deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se alcance un acuerdo.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.


A su turno, el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los fiscales judiciales de la Excma. Corte Suprema.

1.2.- Código Orgánico de Tribunales


Su artículo 350 señala que la Fiscalía Judicial será ejercida por el fiscal judicial de la Corte Suprema, que será el jefe de servicio, y por los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones.


El artículo 353 describe sus principales funciones, como son las de vigilar a los ministros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y por sí o por medio de cualesquiera de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, la conducta funcionaria de los demás tribunales y empleados del orden judicial, exceptuados los miembros de la Corte Suprema. Lo anterior, para el solo efecto de dar cuenta al Máximo Tribunal de las faltas o abusos o incorrecciones que notare, a fin de que la referida Corte, si lo estimare procedente, haga uso de las facultades correccionales, disciplinarias y económicas que la Constitución y las leyes le confieren. Asimismo, le corresponde transmitir y hacer cumplir al fiscal judicial que corresponda los requerimientos que el Presidente de la República tenga a bien hacer con respecto a la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial, para que reclame las medidas disciplinarias que correspondan, del tribunal competente, o para que si hubiere mérito bastante, entable la correspondiente acusación.


El artículo 357 señala los casos en que debe ser oída la Fiscalía Judicial. Estos son:


1° En las contiendas de competencia suscitadas por razón de la materia de la cosa litigiosa o entre tribunales que ejerzan jurisdicción de diferente clase;


2° En los juicios sobre responsabilidad civil de los jueces o de cualesquiera empleados públicos, por sus actos ministeriales;


3° En los juicios sobre estado civil de alguna persona;


4° En los negocios que afecten los bienes de las corporaciones o fundaciones de derecho público, siempre que el interés de las mismas conste del proceso o resulte de la naturaleza del negocio y cuyo conocimiento corresponda al tribunal indicado en el artículo 50, y


5° En general, en todo negocio respecto del cual las leyes prescriban expresamente la audiencia o intervención del ministerio público.


Finalmente, el artículo 360 dispone que la Fiscalía Judicial es, en lo tocante al ejercicio de sus funciones, independiente de los Tribunales de Justicia cerca de los cuales es llamado a ejercerlas. Puede, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en la forma que sus convicciones se lo dicten, estableciendo las conclusiones que crea arregladas a la ley.
1.3.- Reglamento del Senado


Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República


En el ya indicado oficio GAB. PRES. Nº 463, de 3 de abril del presente año, Su Excelencia la señora Presidenta de la República hace presente que actualmente se encuentra vacante el cargo de Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema debido a la renuncia voluntaria de don Juan Nolberto Escobar Zepeda.


Agrega que mediante oficio N° 580, de 12 de diciembre de 2016, el Máximo Tribunal del país comunicó al Gobierno que había formado una nómina para proveerlo.


Los antecedentes de dicha resolución se encuentran recogidos en el Acta Nº 142-2016, que da cuenta de la sesión celebrada por el Pleno de la referida Corte el día cinco de septiembre de 2016.


En esa oportunidad, se procedió a la votación de los candidatos habilitados que se presentaron para el cargo, obteniéndose el siguiente resultado:

	Rodrigo Biel Melgarejo
	4 votos

	Juan M. Muñoz Pardo
	4 votos

	Mario Gómez Montoya
	7 votos

	Raúl Mera Muñoz
	3 votos

	Miguel Vásquez Plaza
	1 voto

	Roberto Contreras Olivares
	4 votos

	Dobra Lusic Nadal
	5 votos

	Javier Moya Cuadra
	6 votos

	Lya Cabello Abdala
	7 votos

	Jaime Arancibia Pinto
	1 voto

	María Teresa Letelier Ramírez
	9 votos



En consecuencia, la cinquena quedo formada por:


1.- Don Alfredo Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio;


2.- Don Mario Gómez Montoya, Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso;


3.- Don Javier Moya Cuadra, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago;


4.- Lya Cabello Abdala, Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel, y


5.- Doña María Teresa Letelier Ramírez, Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel.


Teniendo en cuenta estos antecedentes, la Jefa de Estado informó al Senado que había resuelto solicitar el acuerdo de la Corporación para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema a la Ministra señora Lya Graciela Cabello Abdala.


La Sala del Senado tomó conocimiento de esta comunicación el día 5 de abril del presente año.

- - -


Según consta en el curriculum vitae que se adjuntó al referido oficio, la señora Cabello Abdala inició su carrera judicial en el año 1981, como Jueza de Letras de Río Bueno. Posteriormente, en 1983, ascendió al cargo de Secretaria del 2º Juzgado del Crimen de Santiago, y en 1988 fue promovida a Relatora de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago. Posteriormente, en 1994, ocupó el cargo de Jueza del 19º Juzgado Civil de Santiago y desde 1999 a la fecha se desempeña como Ministra de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel.

- - -


Los antecedentes acompañados a esta proposición fueron analizados por la Comisión, la que, además, sostuvo un intercambio de ideas con la señora Cabello Abdala en relación a su trayectoria y a diversos aspectos vinculados al ejercicio de la función judicial.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe (Presidente), y Larraín, acordó informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para nombrar como Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema a la señora Lya Graciela Cabello Abdala, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día martes 18 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 18 de abril de 2017.
(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE DOS MESES, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES DE HAITÍ

 (S 1.930-05)
HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo objetivo es que el Senado dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de dos meses.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 12 de abril de 2017, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -





Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





Asistieron, especialmente invitados a la sesión en que se discutió esta solicitud, del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor José Antonio Gómez; el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de Aviación señor Arturo Merino Núñez; el Director de Operaciones y Conducción del Estado Mayor Conjunto, Contraalmirante señor Jorge Rodríguez; el Jefe de la División de Relaciones Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Carlos Eduardo Mena; el Analista de la División de Relaciones Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Valentín Segura, y el Jefe de Asesores Jurídicos del Ministerio de Defensa, señor Sebastián Salazar.





Además, concurrieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Julio Bravo, y el Subdirector de Defensa, Asuntos Estratégicos y Operaciones de Paz, señor Alberto Rodríguez.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala Su Excelencia que Chile participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en cumplimiento de su Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz, dentro del marco jurídico dispuesto en la ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; en el decreto supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz; y en las demás normas aplicables.





Agrega que, mediante la resolución Nº 2313, de 13 de octubre de 2016, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, prorrogó el mandato de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 2243 (2015), 2180 (2014), 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1608 (2005) y 1542 (2004), reafirmando el compromiso de la Organización con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.




Añade que el Senado de la República autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas chilenas en Haití, por el periodo de once meses, a contar del 1° de junio del 2016, lo que comunicó mediante Oficio 120/SEC/16, de 11 de mayo de 2016.




El Ejecutivo destaca que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable para las tareas de estabilización y reconstrucción de Haití, se materializa en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual la participación de nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de las Naciones Unidas. Añade que esta labor ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional.





Asimismo, señala que debe considerarse que la MINUSTAH se encuentra en un periodo de evaluación, particularmente en lo referido a su componente militar, el cual ha estado marcado por una reducción sustantiva de los medios militares de la misión y la implementación de una estrategia de salida, lo que ha planteado nuevos escenarios para el periodo 2016-2017. Añade que dicha estrategia de salida ha estado definida por la ejecución del calendario electoral y la asunción de un nuevo gobierno democrático, tras lo cual se evaluaría la salida del contingente militar internacional.





Agrega que debe tenerse a la vista que en el seno de Naciones Unidas, particularmente en el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, se está efectuando una evaluación de la Misión, con miras a su transformación, lo que implicaría una drástica reducción o el retiro de las fuerzas militares internacionales que la integran. Paralelamente, se ha logrado completar el calendario electoral propuesto por el gobierno provisional de Haití y la MINUSTAH, lo que culminó en la asunción de un nuevo gobierno democráticamente elegido el pasado 7 de febrero.




Recuerda Su Excelencia que a partir de 2014 se ha iniciado un proceso de reducción del contingente nacional en la MINUSTAH, bajo el concepto de un retiro gradual, cooperativo y responsable. En este contexto, y en el marco de la reconfiguración general de la MINUSTAH, se dispuso el repliegue de la Compañía de Ingenieros Chile-Ecuador a partir de abril de 2015. Asimismo, añade que en septiembre de 2015 se produjo el retiro de dos de las cuatro aeronaves de la Unidad de Helicópteros que la Fuerza Aérea mantiene en la Misión.





De manera similar, destaca que Chile fue elegido por la ONU para acompañar la última etapa de la MNUSTAH. Agrega que la decisión del Ejecutivo de aceptar este mandato se fundamentó en una visión nacional y regional sobre la necesidad de apoyar al Gobierno de Haití para que pudiesen completarse los procesos electorales previstos para 2016, tras la crisis política generada por la impugnación de los resultados de las elecciones efectuadas en 2015, contribuyendo así a la normalización democrática de ese país.





Sobre la base de lo anterior, expresa que el 31 de agosto de 2016 se comunicó a las Naciones Unidas la decisión del Gobierno de Chile de retirar las tropas chilenas a partir de la segunda quincena del mes de abril de 2017, cesando sus operaciones el 15 del mismo mes. Dicha decisión se basa en el diagnóstico compartido por diversos actores internacionales y de la sociedad civil haitiana, en cuanto a que la dimensión militar de la operación ya habría cumplido sus fines. Añade que prueba de ello sería la capacidad de reinstitucionalización del proceso político, pese a la gravedad de la crisis ocurrida a partir de las impugnadas elecciones generales de 2015.




Expresa que, como fuera adelantado el año pasado a las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional del Senado, la presente prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en la MINUSTAH tiene el fin de entregar respaldo legal a la permanencia en Haití de un número reducido de efectivos -cercano al 10 por ciento del contingente actualmente desplegado- con posterioridad al 30 de abril de 2017, con la finalidad de asegurar y trasladar la maquinaria, vehículos y equipamiento pesado como parte del proceso de repatriación de las tropas y medios nacionales. Añade que este personal permanecerá en Haití hasta una fecha no posterior al 30 de junio de 2017, de acuerdo a las coordinaciones de movimiento y transporte que se llevan a cabo con las Naciones Unidas.





Por las razones anteriores señaladas, estimándose fundamental contar con el personal militar descrito anteriormente para resguardar el retiro de las tropas y medios militares de Chile desde la MINUSTAH, y de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de dos meses, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan en el informe que anexa, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, inciso segundo, de la ley N° 19.067.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





1) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.





Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.





2) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




3) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




4) Decreto supremo N° 68, de 14 de octubre de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que modifica el decreto N° 94, de 1996, que Aprobó la Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz y Fija Nuevo Texto Refundido.




5) Decreto supremo N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea Comisión Interministerial de Operaciones de Paz.




6) Resolución Nº 1529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





7) Resolución N° 1542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





8) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





9) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





10) Resolución Nº 1608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





11) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





12) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.





13) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.




14) Resolución Nº 1743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





15) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463, de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.





16) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.






17) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499, de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.





18) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.






19) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 448 de 16 de abril de 2009, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 370/SEC/09, de 13 de mayo de 2009.





20) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1892, de 13 de octubre de 2009, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo nuevamente”.






21) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 564, de 29 de abril de 2010, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 342/SEC/10, de 19 de mayo de 2010.





22) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1944, de 14 de octubre de 2010, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), 1908 y 1927 (2010) hasta el 15 de octubre de 2011, con la intención de renovarlo nuevamente”.






23) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 553, de 2 de mayo de 2011, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante oficio N° 716/SEC/11, de 17 de mayo de 2011.






24) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2012, de 14 de octubre de 2011, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






25) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 630, de 24 de abril de 2012, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2012, lo que se comunicó mediante oficio N° 539/SEC/12, de 22 de mayo de 2012.






26) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2070, de 12 de octubre de 2012, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






27) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 554, de 8 de mayo de 2013, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 421/SEC/13, de 22 de mayo de 2013.






28) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2119, de 10 de octubre de 2013, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.





29) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, Nº 721, de 30 de abril de 2014, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 458/SEC/14, de 14 de mayo de 2014.




30) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2180, de 14 de octubre de 2014, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.




31) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, Nº 866, de 30 de abril de 2015, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2015, lo que se comunicó mediante oficio N° 120/SEC/15, de 19 de mayo de 2015.





32) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2243, de 14 de octubre de 2015, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH




33) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, Nº 364, de 3 de mayo de 2016, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de once meses, a contar del 1° de junio de 2016, lo que se comunicó mediante oficio N° 120/SEC/16, de 11 de mayo de 2016.




34) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2313, de 13 de octubre de 2016, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH




3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.

“FUNDAMENTOS PARA PERMANENCIA DE EFECTIVOS MILITARES Y PERSONAL POLICIAL EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067)

	I.

	Mandato de la Organización de las Naciones Unidas para MINUSTAH
	

	
	
	

	II.
	Explicitación de los objetivos perseguidos y modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados

	

	
	
	

	III.

	Plazo por el que se hace la solicitud
	

	
	
	

	IV.
	Normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato
	

	
	
	

	V.

	Descripción de las tropas desplegadas
	

	
	
	

	VI.
	Organización del mando del contingente nacional y soporte logístico 
	

	
	
	

	VII.


VIII.


	Estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación,    incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento 

Otros aspectos


	

	ANEXOS:
	
	

	“A”
Resolución 2243 (2015) del Consejo de Seguridad.
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I. MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS PARA MINUSTAH:





La Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) fue establecida por resolución 1542 (2004) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Se constituyó para continuar con la labor iniciada por la Fuerza Multinacional Interina para Haití (MIFH), desplegada en febrero de 2004, a raíz de la grave crisis institucional sufrida por ese país.




En términos generales, la resolución 1542 (2004) y los mandatos sucesivos disponen acciones en cuatro ámbitos:




- Promover un entorno seguro y estable.




Restablecer y mantener el estado de derecho, la seguridad pública y el orden público.




Proteger al personal, los servicios, las instalaciones y el equipo de las Naciones Unidas, la seguridad y libertad de circulación de su personal.




Proteger a los civiles y contribuir a la estabilidad del país.




Supervisión, reestructuración y reforma de la Policía Nacional de Haití.




 Proceso político y desarrollo institucional.




Apoyar el proceso constitucional y político, fomentar los principios del gobierno democrático y el desarrollo institucional.




Ayudar al proceso de diálogo y reconciliación nacional.




Cooperar en la organización y supervisión de elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales.




- Derechos Humanos.




Promover y proteger los derechos humanos, particularmente los de las mujeres y los niños.




Vigilar la situación de los derechos humanos.




- Promoción del desarrollo económico y social.




Insta a los Estados Miembros, órganos de Naciones Unidas, organizaciones internacionales, instituciones financieras internacionales y ONGs, a contribuir en la promoción del desarrollo social y económico de Haití.




La resolución 2313 (2016), aprobada por el Consejo de Seguridad el 13 de octubre de 2016, constituye el último mandato entregado a la misión a la fecha. En ella, el Consejo de Seguridad decidió prorrogar el Mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de abril de 2017.La fecha se determinó considerando que los resultados definitivos de las elecciones presidenciales estarían disponibles el 30 de enero de 2017 y que la toma de posesión del Presidente electo tendría lugar el 7 de febrero de 2017, de conformidad con la Constitución de Haití.




En el número 2 de dicha Resolución, el Consejo de Seguridad decidió que la dotación máxima de la MINUSTAH fuera de 2.370 efectivos militares y un componente policial de hasta 2.601 efectivos, según lo recomendado por el Secretario General. 




Asimismo, solicitó al Secretario General que llevase a cabo una misión de evaluación estratégica de la situación en Haití antes de que concluya el mandato actual y preferiblemente después de la toma de posesión de un nuevo presidente electo y, sobre esta base, le presente en su próximo informe al Consejo de Seguridad sus recomendaciones sobre la futura presencia y el futuro papel de las Naciones Unidas en Haití.




Asimismo, el Consejo de Seguridad exhortó al Secretario General a mantener en Haití una dotación cercana a la actual hasta que presentase su próximo informe al Consejo y que lo alerte de cualquier cambio importante de la situación.




Finalmente, el Consejo de Seguridad afirmó su intención, sobre la base del examen que realizará a más tardar el 15 de abril de 2017, de considerar la posible retirada de la MINUSTAH y la transición hacia una futura presencia de las Naciones Unidas, que comenzaría no antes de esa fecha.





En su informe del 16 de marzo último, el Secretario General ha solicitado al Consejo de Seguridad la prórroga del mandato por un periodo final de seis meses y el cierre de la Misión el 15 de octubre de 2017. Asimismo, recomienda que el cierre vaya a acompañado del establecimiento de una misión sucesora, que atienda las necesidades de estabilización residual en Haití. Sería una operación de mantenimiento de la paz más pequeña y centrada en el estado de derecho y el desarrollo de fuerzas policiales.




Texto de la Resolución del Consejo de Seguridad en Anexo “A”




II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS:




1. Antecedentes




El 31 de agosto de 2016, conforme lo dispuesto por S.E. la Presidenta de la República, la Misión Permanente de Chile ante Naciones Unidas comunicó al Secretario General Adjunto para Operaciones de Paz (Departamento de Operaciones de Paz de la ONU - DPKO), Sr. Hervé Ladsous, la decisión del gobierno de Chile de retirar sus tropas a partir de la segunda quincena del mes de abril de 2017. En lo principal, esta comunicación incluyó lo siguiente:





- Retiro de las tropas.




- Retiro de integrantes en el Cuartel General.




- Permanencia de las Policías (13 efectivos: 7 de Carabineros y 6 de la PDI).





El Plan de Repatriación Militar lo dirige el Ministro de Defensa Nacional, lo coordina la Subsecretaría de Defensa y lo conduce militarmente el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar para Operaciones de Paz. Esta planificación considera lo siguiente:




- Las unidades militares pondrán fin a las actividades operacionales en Haití el 15 de abril de 2017.




- Los efectivos militares se replegarán escalonadamente en aeronaves nacionales durante la segunda quincena de abril, previéndose que las tropas se encontrarían en territorio nacional antes del 30 de abril de 2017.




- El contingente policial continuará desplegado en términos equivalentes a los actuales durante el año 2017.




- Las actividades militares preparatorias se iniciaron el 25 de enero de 2017 y se encuentran en desarrollo. La planificación incluye a los contingentes nacionales y asimismo el hondureño, mexicano y salvadoreño.





- Para el repliegue se emplearán medios navales y aéreos propios. Lo anterior tiene un significado político-estratégico sobre las capacidades nacionales al no requerirse contratar medios internacionales para transportar a nuestras tropas.




- Se desarrollarían dos ceremonias por término de misión: la primera en Haití, en el periodo comprendido entre la finalización de las actividades operacionales y el embarque de las tropas, y la otra a la llegada de estos efectivos a territorio nacional.





Como fuera adelantado el año pasado a las Comisiones Unidas de Relaciones Internacionales y Defensa del Senado, se requerirá la permanencia en Haití de un número reducido de efectivos con posterioridad al 30 de abril de 2017, con la finalidad de asegurar y trasladar la maquinaria, vehículos y equipamiento pesado.





Este personal permanecería durante los meses de mayo y junio, de acuerdo a las coordinaciones de movimiento y transporte que se llevan a cabo con las Naciones Unidas. Dicho personal consistirá en 3 oficiales en el cuartel general y 55 efectivos  responsables de la seguridad-custodia y posterior embarque de los vehículos, aeronaves, maquinarias y equipamiento pesado. Está programado que todos estos efectivos se encuentren de regreso en el país al 30 de junio de 2017.




Asimismo, el personal policial a desplegarse durante 2017 asciende a 13 efectivos (7 de Carabineros y 6 dela PDI).





Debe consignarse que a partir del repliegue de las tropas militares nacionales, el personal policial permanecerá en la MINUSTAH en calidad de expertos en misión, por lo que en lo sucesivo sus actividades se regirán por lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 19.067 “Establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo”.




2. Beneficios para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.





Desde la perspectiva de la Defensa y de la capacidad profesional de las fuerzas armadas, la MINUSTAH ha representado un escenario eficaz para capacitar a militares y policías chilenos en un escenario de conflicto real, bajo condiciones aplicables al fenómeno de las amenazas asimétricas.




En este contexto, los efectivos nacionales han recibido entrenamiento bajo estándar ONU, asimilable al estándar OTAN. Asimismo, su nivel de alistamiento ha sido reforzado mediante el desempeño permanente en operaciones bajo condiciones reales y sus capacidades de interoperabilidad con otras fuerzas armadas se han fortalecido, mediante la interacción permanente en un ambiente multinacional. Debe considerarse que el costo logístico de estas actividades que contribuyen a la preparación de las FF.AA. es de cargo de Naciones Unidas.





Especialmente importante ha sido la experiencia conjunta desarrollada en la MINUSTAH, la primera misión en la que unidades de las tres ramas de las Fuerzas Armadas han operado bajo un mando común y una logística unificada. De igual modo, las lecciones aprendidas por Chile en la Misión han significado una experiencia valiosa para mejorar cualitativamente la reglamentación interna, la logística del material empleado, y la doctrina de las fuerzas armadas y de orden de nuestro país.





Respecto de capacidades específicas, el servicio en Haití ha redundado en un incremento de las horas de vuelo de los pilotos de las unidades de helicópteros, de 8 horas mensuales promedio en Chile, a 30 horas promedio mensuales en Haití, en vuelos diurnos y nocturnos, bajo diferentes condiciones climáticas.





A la vez, MINUSTAH ha permitido el desarrollo de mecanismos de cooperación internacional en el marco de la Defensa. A modo de ejemplo, el trabajo llevado a cabo por la Compañía Combinada de Ingenieros Chile-Ecuador (repatriada en 2015) desde junio de 2004, representó un esfuerzo novedoso en la región suramericana para mancomunar la voluntad de dos Estados y sus instituciones de defensa en pos de contribuir al resguardo, consolidación y protección de la paz en un país hermano. Esta iniciativa marcó un punto de inflexión en la región, que en el caso de Chile se tradujo también en la colaboración con El Salvador, Honduras y México, los cuales, en 2013, 2014 y 2015, respectivamente, se incorporaron al Batallón Chile de MINUSTAH.





El efecto objetivo de esta realidad es un mejoramiento de los estándares de entrenamiento y alistamiento de las FF.AA. chilenas, situación que ha tenido una evaluación empírica a través de la participación de las Fuerzas Armadas y la Fuerza de Orden y Seguridad en situaciones de emergencia a nivel nacional, en las cuales se han empleado experiencias y capacidades adquiridas en las operaciones en Haití.




Finalmente, los procedimientos de repliegue han significado también una oportunidad de estandarización de procedimientos para la logística inversa en misiones internacionales, ofreciendo una oportunidad de aprendizaje sin precedentes, dado el volumen de medios y la distancia del país respecto del área de misión.





3. Situación política




Las elecciones previstas para el 9 de octubre 2016 debieron ser aplazadas, debido al daño ocasionado en la infraestructura electoral de Haití por el paso del Huracán Mathew, principalmente en los departamentos Noroeste, Sur, Sudeste, Nippes y Grand'Anse.





Aunque se advirtió un alza en la efervescencia social, lo que se apreció en enfrentamientos entre seguidores de los diferentes candidatos, los comicios se llevaron a efecto sin contratiempos el 20 de noviembre del 2016.




El resultado definitivo de la elección presidencial fue publicado el 29 de diciembre de 2016, reconociendo la victoria en la elección presidencial en primera ronda de Jovenel Moisé, del "Partido Haitiano Tet Kale" (PHTK), con 595.430 votos, (55,67%), quien creció políticamente al amparo de ex Presidente Michel Martelly. 




Debido al porcentaje alcanzado por Moisé, el CEP dio por acreditada su victoria, no requiriéndose una segunda vuelta y proclamándolo como el Presidente de Haití. El 7 de febrero, Jovenel Moise asumió la presidencia con un discurso en el que resaltó que no se utilizará la justicia con fines políticos y se emplearán los recursos para desarrollar el país. Asimismo, prometió crear condiciones para que retornen los que masivamente han emigrado en busca de trabajo. Las prioridades del Presidente electo para su agenda gubernamental apuntan a iniciar un diálogo para reformar la Constitución, impulsar el desarrollo agrícola –tema que maneja muy bien- la producción de energía y la construcción de viviendas. En este contexto, Haití ya solicitó una nueva gestión de la OEA para iniciar un proceso de diálogo post elecciones entre las nuevas autoridades y la oposición.




El día martes 21 de marzo se votó en el la Cámara de Diputados la propuesta de Política General –que incluye al gabinete ministerial- del Primer Ministro Jack Guy Lafontant, que obtuvo 95 votos a favor 6 en contra y 2 abstenciones. Dado que ya había obtenido la aprobación en el Senado, el nuevo Gobierno de Haití encabezado por la dupla Moïse-Lafontant ha comenzado a instalarse. Durante la tarde del 21 se realizó la ceremonia de asunción del Primer Ministro, mientras que durante el día 22 de marzo se instalaron los primeros Ministros a la cabeza de sus Ministerios sectoriales.





4. Situación socioeconómica.




Más del 80 por ciento de la población vive en la pobreza y, el país se sostiene en gran medida de las remesas y la ayuda externa. El sector más importante de la economía se concentra en la agricultura, que corresponde a más del 40 por ciento de la fuerza de trabajo. A pesar de tener los aranceles más bajos del Caribe y un acuerdo comercial preferencial con Estados Unidos, Haití no logró impulsar las TIC comerciales debido a la falta de infraestructura y burocracia. Asimismo, la falta de un sistema legal que funcione y la corrupción endémica hacen que los inversores extranjeros sean reacios a crear empresas.





Según el Banco Mundial, Haití enfrenta importantes desafíos en sus esfuerzos para generar un crecimiento más rápido y la lucha contra la pobreza. El crecimiento económico continúa desacelerándose desde el 2,8% en el año fiscal 2014 hasta el 1,5 % en 2016, debido a una disminución de la inversión y el ambiente político incierto. No obstante, el último año registró una modesta recuperación del sector agrícola después de una severa sequía.




Con la desaceleración del crecimiento del PIB, la movilización de ingresos sigue siendo baja y la ayuda internacional se ha reducido del 16,5% al 5,3% por ciento del PIB entre 2011 y 2015. Además, el financiamiento en condiciones favorables de PETROCARIBE ha disminuido considerablemente debido a la caída de los precios del petróleo, con la consiguiente reducción de la inversión pública. La disminución de la inversión en capital físico y humano también podría reducir las perspectivas de crecimiento y revertir los logros sociales en salud y educación.




El Fondo del Banco Mundial, también denominado “Grupo del Banco Mundial”, apoya los esfuerzos del gobierno de Haití para proporcionar oportunidades económicas para todos los haitianos y reducir la pobreza en el país. La estrategia sigue un amplio proceso de consulta que identifica las necesidades del país y examina cómo el Banco Mundial puede responder mejor a algunas de las mayores limitaciones.





Según el Banco Mundial, el clima de inversión en Haití no es muy favorable debido a una serie de desafíos, incluyendo el entorno empresarial, la escasez de suelo disponible y tenencia de la tierra, problemas del acceso a la infraestructura básica y los servicios financieros y la logística, así como la falta de habilidades.





Pese a lo anterior, se espera que el clima de inversión mejore durante 2017, tras la asunción de un gobierno constitucionalmente elegido. La proyección del Fondo Monetario Internacional señala que el crecimiento del PIB de Haití en 2017 podría llegar al 3,2%, mejorando los indicadores de los tres años previos.





5. Situación de Seguridad





La situación en materia de seguridad se ha mantenido estable, aunque frágil, bajo la influencia del proceso electoral y de las tensiones políticas conexas del último año. En este contexto, se han producido avances en el proceso de reforma de la Policía Nacional de Haití (PNH). De hecho, la PNH ha sido el principal proveedor de servicios de seguridad durante las últimas dos elecciones, lo que testimonia un aumento de sus capacidades.





Se espera que la PNH posea un contingente de 14.000 hombres en febrero de 2017, con lo cual la relación entre policía y población sería de aproximadamente 1,3 policía por cada 1.000 habitantes. En cuanto a la cobertura en el territorio, la policía sólo está presente en 261 de los 570 municipios del país, situación que aún debe ser abordada como un desafío. De acuerdo con la evaluación de Naciones Unidas, refrendada por el Consejo de Seguridad, esta institución todavía necesita la ayuda de la comunidad internacional y especialmente de MINUSTAH en el campo de la lucha contra la delincuencia y el crimen organizado.





Otra debilidad de la PNH es que no cuenta con una oficina de investigación criminal efectiva que pueda producir información útil y confiable para prevenir y realizar investigaciones de los crímenes graves.




Haití continúa siendo un punto de tránsito para las drogas y el contrabando a través de las permeables fronteras del país. La falta de instalaciones de seguridad fronteriza da a las bandas urbanas acceso al suministro de armas y municiones ilegales.




Otro aspecto que ha afectado profundamente la convivencia de la comunidad haitiana, ha sido el efecto del paso de los huracanes. Después del paso del Huracán Mathew, se puso en marcha por parte de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) un plan de ayuda de emergencia para Haití, consistente en la asignación de fondos humanitarios por un valor de 120 millones de dólares, lo que alcanza para cubrir el 22% de los requerimientos nacionales.




Asimismo, durante el periodo informado ocurrió un rebrote de motines en cárceles. El 22 de octubre, se registró un motín en la cárcel de Arcahaie (noroeste de Puerto Príncipe), lugar en que los reclusos se apoderaron de al menos cinco fusiles pertenecientes a los guardias del lugar. El Jefe de la Prisión informó que 172 de los 266 presos se habían escapado, mientras que un agente resultó fallecido y otros dos heridos.




Por su parte, el Ministro de Defensa de República Dominicana, anunció el aumento de la vigilancia y los controles militares en varios puntos de la frontera entre los dos países. Paulino Sem (Ministro de Defensa) dijo que esta medida fue tomada para evitar el ingreso no autorizado de los reclusos a territorio dominicano.




6. Situación de la MINUSTAH





La MINUSTAH ha venido reestructurando su fuerza militar de acuerdo a la planificación establecida por ONU para generar el retiro de este componente idealmente al término del primer semestre de2017, fortaleciendo las unidades de asesoría policial (UNPOL) y las unidades policiales constituidas (FPU) de la Misión.




De acuerdo a cifras proporcionadas por la misión, actualmente se cuenta con una fuerza efectiva de 4.899 efectivos. Esta cantidad de medios humanos es inferior a lo definido en la Resolución 2313 (2016), generándose una diferencia de 72 efectivos entre militares y policías. Las fuerzas se distribuyen como sigue:




a. 2.366 efectivos militares.




b. 2.533 agentes de policía (incluidas unidades constituidas).




c. 304 personal civil internacional.




d. 941 personal civil local.




e. 96 voluntarios de las Naciones Unidas.




Conforme lo establecido por la Resolución 2313 (2016), del 6 al 11 de febrero de 2017 se efectuó una Misión de Evaluación Estratégica (SAM, sigla en inglés), ejecutada por 12 especialistas de los cuarteles generales de Naciones Unidas y encabezada por el Secretario Adjunto para Operaciones de Paz (USG DPKO, sigla en inglés). El USG DPKO se reunió con el Presidente de Haití, la sociedad civil, la comunidad diplomática, y con el personal del cuartel general de la MINUSTAH.




Se informó el resultado de la SAM al Consejo de Seguridad el día 15 de marzo, considerando que el actual mandato rige hasta el 15 de abril de 2017, y las sugerencias del Secretario General fueron expuestas anteriormente.





El Informe de la SAM contiene cinco áreas: situación política, situación de seguridad, situación de imperio de la ley, actividades de desarrollo, y actividades humanitarias.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD:




En virtud del actual mandato vigente de Naciones Unidas, el plan de repliegue elaborado por el Ministerio de Defensa y en consideración a los fundamentos expresados, la solicitud al Honorable Senado de la República de prórroga de la autorización de permanencia de parte de tropas y medios militares en Haití se hace por el plazo de02 meses, a partir del 01 mayo de 2017 y hasta el 30 de junio de 2017, periodo en el cual debe completarse el repliegue de las tropas y medios nacionales.




Asimismo, la solicitud de prórroga de la autorización de permanencia de personal policial en Haití como parte de la MINUSTAH se hace por el plazo de 13 meses, hasta el 31 de mayo de 2018.




Debe consignarse que a partir del repliegue de las tropas militares nacionales, el personal policial permanecerá en la MINUSTAH en calidad de expertos en misión, por lo que en lo sucesivo sus actividades se regirán por lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 19.067 “Establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo”.





IV. NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO:




En términos de procedimientos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente a través de su Párrafo II.





En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, el documento explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el Estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




A nivel operacional, las tropas chilenas dan cumplimiento a las reglas de enfrentamiento (ROE) para MINUSTAH establecidas por la ONU en febrero de 2008, sobre la base de la resolución 1542 (2004) del Consejo de Seguridad. El concepto de aplicación de las ROE se basa en el principio de restricción del empleo de la fuerza a la legítima defensa (autoprotección) y a la protección del mandato (incluida la protección de civiles). Dado el caso, estas disposiciones se supeditan a la normativa nacional para el empleo de la fuerza, que contempla el principio de jurisdicción penal nacional, la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.




Adicionalmente, el Memorándum de Entendimiento entre la Organización de las Naciones Unidas y la República de Chile para la contribución de recursos a la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH), suscrito el 16 de febrero de 2006, establece obligaciones para el contingente nacional en materias de código de conducta y materias de género.





Finalmente, el contingente nacional opera en conformidad con el acuerdo entre la Organización de las Naciones Unidas y el Gobierno de Haití referido al Estatuto de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití, suscrito el 09 de julio de 2004, que regula los vínculos entre las tropas y el país receptor, incluidas inmunidades, jurisdicción penal y civil, y daños a terceros del país receptor.




Cabe señalar que tras el cese de las operaciones y hasta su repliegue desde el área de misión, todas las fuerzas chilenas, tanto las que serán repatriadas en marzo, como las que permanecerán hasta finales de junio, mantienen las mismas garantías y obligaciones señaladas en los párrafos precedentes. Esto incluye el derecho a autoprotección según las ROE de MINUSTAH, la obligación de observar las disposiciones nacionales, la aplicación del SOFA vigente y la observancia del código de conducta y las disposiciones en materia de género.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS.




A. En lo militar.




El Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la ONU (DPKO), con posterioridad a la aprobación de la Resolución del Consejo de Seguridad Nº 2313 de 13 octubre 2016, decidió que la dotación máxima de la MINUSTAH fuera de 2.370 efectivos militares y un componente policial de hasta 2.601 efectivos, según lo recomendado por el Secretario General.




En este contexto, se ha dispuesto que a partir del 15 de abril permanezcan 58 efectivos de las fuerzas armadas en Haití (3 en el Cuartel General y 55 como contingente), con el fin de entregar seguridad y custodiar los vehículos, aeronaves, maquinarias y equipamiento pesado hasta su embarque.




Los 3 Oficiales mantendrán puestos clave de asesoría en el Cuartel General de MINUSTAH, en las áreas de Planes y Decisiones Estratégicas, Logística y Operaciones Marítimas, áreas que se consideran de vital relevancia para apoyar el retiro de los medios nacionales.





En lo relativo a capacitación, antes de su despliegue el personal es sometido a una instrucción especial en su respectiva institución y recibe un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC). De igual forma, se sigue un procedimiento estricto de sanidad ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico.




B. En lo Policial.




Durante el 2017, nuestro país continuará contribuyendo con un total de 13 efectivos policiales (7 Carabineros y 6 Policías de Investigaciones), todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión. Los efectivos policiales chilenos integran el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y están destinados en distintas unidades, conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo las siguientes misiones, entre otras:




- Jefe de Unidad Forense y Sitio del Suceso.




- Oficial de Vetteng y Registro.




- Oficial de Personal.




- Oficial Analista Criminal.




- Consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la PNH en Puerto Príncipe, Leogane y Jeremie y, principalmente, para la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, depuración y entrenamiento.




- Unidad de Investigación Antisecuestro.




- Oficina de Investigación Interna UNPOL.




VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SOPORTE LOGÍSTICO:




A. Organización del mando del contingente nacional.




El Mando Operacional (OPCOM)1 del contingente nacional desplegado en Haití (en anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional, quien tiene la responsabilidad de ejercer el mando sobre todas las unidades chilenas desplegadas en OPAZ. El Control Operacional (OPCON)2 es entregado al Force Commander para las tropas militares y a UN Police Commissioner para los efectivos nacionales de policía.




Finalmente, la Autoridad Militar Nacional tiene la facultad de actuar por veto ante el Force Commander en caso de que se ordenara a las tropas chilenas cumplir una misión que no contemplada en el acuerdo entre Chile y Naciones Unidas o que se presente reñida con la normativa nacional para operaciones de paz.




B. Soporte Administrativo y Logístico.




El Estado Mayor Conjunto se comporta como “escalón de coordinación logístico” en relación al apoyo de las tropas desplegadas en Haití, debiendo estar permanentemente informado de la situación de las unidades con la finalidad de cumplir con los compromisos adquiridos por el país en el memorándum firmado entre Naciones Unidas y Chile.




Por otra parte, las instituciones de las Fuerzas Armadas se comportan como “escalones administrativos y logísticos”, teniendo la responsabilidad de mantener la operacionalidad de las tropas. El soporte administrativo y logístico se materializa de manera directa entre las instituciones y las tropas apoyadas, interviniendo el Estado Mayor Conjunto solo ante la necesidad de acarreo de bastimentos entre el país y el área de misión.




En cuanto a los cargos que requieren las tropas para el cumplimiento de su misión, éstos pueden provenir de distintos orígenes (Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, Estado Mayor Conjunto o MINUSTAH).




VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO:




Los costos considerados para extensión de todo el personal militar de acuerdo a las políticas nacionales y de las Naciones Unidas alcanzan la suma de US$ 890.389 por concepto de remuneraciones y gratificaciones legales. Lo anterior, considera los 03 Oficiales en Cuartel General (US$ 43.302) y 55 tropas (US$ 847.087).




Los montos antes mencionados se encuentran autorizados en el presupuesto por programa del año 2017 del Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor Conjunto - Fondo de Operaciones de Paz), por concepto repatriación.




En cuanto al monto a reembolsar por parte Naciones Unidas, fue calculado bajo el concepto de “costo de tropas”. El valor unitario reembolsado mensualmente es de US$ 1.365,00. El valor total aproximado sería de US$ 158.340.




Los costos policiales obedecen a presupuestos institucionales establecidos en coordinación con el EMCO.





VIII. OTROS ASPECTOS




En conformidad a lo establecido en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, Título II, Artículo 13, de 13 diciembre de 2008, el Informe de Término de la Operación de Paz en Haití, en lo concerniente al repliegue de los elementos militares, será remitido al Congreso en un plazo no superior a 60 días después de la llegada de las tropas a Chile.




En consecuencia, al ser fijado como término oficial de la participación de Chile en Haití la llegada de los últimos militares chilenos el 30 de junio de 2017, corresponde que el Informe de Termino de la Misión sea ingresado al Congreso el día 30 de agosto de 2017.”.

- - -
ANEXO “A”




Resolución 2313 (2016). Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7790ª sesión, celebrada el 13 de octubre de 2016.





El Consejo de Seguridad,




Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus resoluciones 2243 (2015), 2180 (2014), 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011) ,1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007) ,1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004),




Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití,




Tomando nota del informe del Secretario General (S/2016/753) de 31 de agosto de 2016,Observando el calendario electoral revisado en el que se fijó una primera fecha del 9 de octubre de 2016 para repetir las elecciones presidenciales de 2015 y repetir parcialmente las elecciones legislativas, junto con la primera ronda de elecciones para una tercera parte de los escaños del Senado cuyos titulares finalizarán su mandato en enero de 2017, y una segunda ronda electoral prevista para el 8 de enero, que incluiría, si fuera necesario, una segunda vuelta de las elecciones presidenciales y las elecciones al senado, así como las elecciones locales en ronda única, aunque hubo que aplazar la fecha del 9 de octubre a causa del huracán Matthew,




Observando también que, según ese calendario, los resultados definitivos delas elecciones presidenciales se anunciarán el 30 de enero de 2017 y que la toma de posesión del Presidente electo tendrá lugar previsiblemente el 7 de febrero de 2017, de conformidad con la Constitución de Haití,




Recalcando la importancia del Gobierno de Haití, el Consejo Electoral y los partidos políticos y todas las instancias políticas en la tarea de velar por que las próximas rondas de elecciones se celebren de manera libre, justa, inclusiva, pacífica, transparente, creíble y democrática, y de conformidad con la ley electoral, Reconociendo que la situación de seguridad durante el período que abarca el informe siguió siendo relativamente tranquila pero frágil, debido a la incertidumbre política reinante,





Reconociendo también el importante papel de la MINUSTAH para garantizarla estabilidad y la seguridad en Haití, encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable, expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países y rindiendo homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio, y encomiando también la gran variedad de iniciativas de reconstrucción emprendidas en Haití y el éxito de la labor realizada por las unidades de ingeniería militar de la MINUSTAH,




Reconociendo además la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH en materia de seguridad se basen en las condiciones existentes, y observando que se produjeron algunos incidentes de violencia durante el período que se examina,




Reiterando el papel vital que desempeña la Policía Nacional de Haití en lo que respecta a la seguridad y estabilidad de Haití, y acogiendo con beneplácito la labor que se está realizando para fortalecerla, profesionalizarla y reformarla,




Acogiendo con beneplácito el hecho de que la Policía Nacional de Haití ha seguido mejorando su capacidad y ha demostrado su determinación de garantizar la seguridad del pueblo haitiano, y observando que todavía no es independiente desde el punto de vista operacional, sino que sigue dependiendo del apoyo internacional, incluido el de la MINUSTAH, para cumplir su mandato constitucional,




Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía Nacional de Haití para mejorar su capacidad logística, administrativa y operacional, alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad internacional para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, y exhortando a todos los asociados internacionales a que intensifiquen su coordinación a este respecto,




Acogiendo con beneplácito los continuos esfuerzos de la Policía Nacional de Haití para patrullar e intensificar su presencia y su interacción directa con la población; reconociendo los continuos esfuerzos de la MINUSTAH, en estrecha coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la policía de proximidad en los emplazamientos de desplazados internos, y acogiendo con beneplácito su interacción con la población,




Observando que la Policía Nacional de Haití siguió aplicando su Plan de Desarrollo 2012-2016, así como el apoyo prestado por la MINUSTAH al desarrollo del Plan Estratégico 2017-2021,




Subrayando la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haití, a fin de apoyar un sector haitiano de la seguridad más integrado y coherente, observando el lento progreso hacia la consolidación del estado de derecho y exhortando a las autoridades de Haití a que prosigan sus esfuerzos encaminados a fortalecer las instituciones del estado de derecho y poner fin a la impunidad,




Recordando la resolución 2282 (2016) del Consejo de Seguridad y la resolución 70/262 de la Asamblea General, reafirmando el sentido de propiedad de Haití de las estrategias de “sostenimiento de la paz”, y, a este respecto, poniendo de relieve la importancia de su carácter inclusivo y el papel que puede desempeñar la sociedad civil para promover los procesos y objetivos nacionales de consolidación de la paz a fin de asegurar que se tengan en cuenta las necesidades de todos los sectores de la sociedad,




Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo sostenible, incluida la lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, ya cogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos, en consonancia con las prioridades del Gobierno,




Observando con preocupación que Haití sigue sufriendo problemas humanitarios, subrayando la importancia y la urgencia del llamamiento del Plan de Respuesta Humanitaria puesto en marcha conjuntamente por el Gobierno de Haití y las Naciones Unidas para atender las necesidades humanitarias esenciales de 1,3millones de personas, y reconociendo que, si bien se han realizado importantes progresos, Haití sigue enfrentando grandes problemas humanitarios,




Observando que el regreso o la entrada continua de haitianos y descendientes de haitianos provenientes de la República Dominicana ha puesto a prueba la capacidad del Estado de prestar asistencia,




Observando con preocupación que, como resultado de la actual sequía, 3,6millones de personas sufren inseguridad alimentaria y de ellas 1,5 millones sufren inseguridad alimentaria aguda, lo que podría afectar a la situación humanitaria y la estabilidad,




Observando un aumento en los presuntos casos de cólera y las muertes relacionadas con el cólera,




Acogiendo con beneplácito los esfuerzos que esté desplegando el Gobierno de Haití para controlar y erradicar la epidemia de cólera, así como la intensificación delos esfuerzos de la MINUSTAH y los organismos de las Naciones Unidas en apoyo de la aplicación del Plan Nacional para la Eliminación del Cólera, e instando al equipo de las Naciones Unidas en el país, en coordinación con otros agentes, a que siga apoyando al Gobierno de Haití para hacer frente a las deficiencias estructurales, en particular en los sistemas de abastecimiento de agua y saneamiento,




Recalcando la importancia de fortalecer las instituciones del sistema sanitario nacional de Haití, y reconociendo los esfuerzos de las Naciones Unidas para combatir el cólera, concretamente mediante la iniciativa del Secretario General de apoyo al Plan Nacional para la Eliminación del Cólera,




Tomando nota de la intención del Secretario General de preparar un paquete de medidas para ofrecer apoyo y asistencia material a los haitianos directamente afectados por el cólera,




Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es fundamental avanzar en la reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social y económico, incluso mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz, coordinada y encomiable y un aumento de la capacidad institucional de Haití para beneficiarse de esa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social, incluidas actividades de reducción de riesgos y preparación que tengan en cuenta la extrema vulnerabilidad del país a los desastres naturales, actividades en las que el Gobierno de Haití desempeña un papel rector,




Acogiendo con beneplácito el aumento de la programación conjunta del equipo de las Naciones Unidas en Haití en consonancia y coordinación con el Marco Estratégico Integrado respaldado por el Gobierno, y acogiendo con beneplácito también el compromiso de fomentar una mayor armonización de la asistencia internacional con las prioridades nacionales, aumentar la transparencia y fortalecerla rendición de cuentas mutua, así como la necesidad de una coordinación más intensa,




Instando a los donantes a que cumplan sus promesas a fin de ayudar, entre otras cosas, a promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, y subrayando la responsabilidad del Gobierno de Haití de proporcionar una orientación clara a los donantes sobre sus prioridades y facilitar el suministro de asistencia a quienes más la necesitan,




Expresando preocupación por el hecho de que las desigualdades sociales siguen siendo muy visibles, que en el último año la inflación básica ha aumentado aproximadamente al 10%, y que la insuficiencia de las inversiones, necesarias para impulsar el crecimiento económico y generar empleo, junto con la incertidumbre política y la falta de sistemas de gobernanza transparentes y eficaces, han seguido repercutiendo negativamente en el desarrollo y la aplicación del Plan Estratégico de Desarrollo de Haití,




Poniendo de relieve el papel de las mujeres y los jóvenes en la economía y la importancia de promover su empoderamiento económico,




Poniendo de relieve también el papel de las organizaciones regionales en el actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití y exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otras instancias, en particular la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM),




Expresando seria preocupación porque la violencia sexual y por razón de género, especialmente la violencia contra las mujeres y los niños, sigue siendo un problema sustancial, particularmente en los distritos marginados de Puerto Príncipe, los emplazamientos de desplazados internos que aún existen y las zonas remotas del país,




Observando con preocupación la lentitud con que se avanza hacia la consolidación del estado de derecho y exhortando al Gobierno de Haití a que aborde las deficiencias de los sistemas judicial y penitenciario, la detención prolongada antes del juicio, el hacinamiento en las cárceles, la corrupción generalizada y la negación de los derechos humanos, incluidas las garantías de un juicio imparcial,




Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos, así como el respeto de los derechos humanos, incluidos los delos niños, y las debidas garantías procesales, la lucha contra la delincuencia y la violencia sexual y por razón de género, y las medidas para poner fin a la impunidad y asegurar la rendición de cuentas son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití, incluido el acceso a la justicia,




Tomando nota de que el Gobierno de Haití no ha logrado asignar la cartera de derechos humanos a un ministerio específico y que las autoridades judiciales no han hecho progresos significativos en la investigación y el enjuiciamiento, cuando corresponda, de delitos que constituyen violaciones graves de los derechos humanos,




Reafirmando la autoridad de la Representante Especial del Secretario General en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití, y reafirmando también su apoyo al papel que desempeña la Representante Especial del Secretario General para asegurar una coordinación y colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus respectivos mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes,




Teniendo presente su responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de conformidad con lo dispuesto en la sección I del párrafo 7 de la resolución 1542(2004),




1. Decide, en consonancia con el informe del Secretario General, prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608(2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908(2010), 1927 (2010), 1944 (2010), 2012 (2011), 2070 (2012), 2119 (2013), 2180(2014) y 2243 (2015), hasta el 15 de abril de 2017;




2. Decide que la dotación total máxima de la MINUSTAH sea de 2.370 efectivos del componente militar y un componente de policía de hasta 2.601 efectivos, según lo recomendado por el Secretario General;




3. Solicita al Secretario General que lleve a cabo una misión de evaluación estratégica de la situación en Haití antes de que concluya el mandato actual y preferiblemente después de la toma de posesión de un nuevo presidente electo y, sobre esta base, le presente en su próximo informe al Consejo de Seguridad sus recomendaciones sobre la futura presencia y el futuro papel de las Naciones Unidas en Haití;




4. Afirma su intención, sobre la base del examen que realizará a más tardar el 15 de abril de 2017 de la capacidad general de Haití de garantizar la seguridad y la estabilidad y de las condiciones de seguridad sobre el terreno, de considerar la posible retirada de la MINUSTAH y la transición hacia una futura presencia de las Naciones Unidas que comenzaría no antes del 15 de abril de 2017, con el fin de seguir ayudando al Gobierno de Haití a consolidar la paz, incluida la prestación de apoyo a la Policía Nacional de Haití;




5. Afirma que los ajustes en la configuración de la fuerza deberán basarse en la situación sobre el terreno y ser compatibles con la capacidad de la MINUSTAH y la Policía Nacional de Haití de mantener la seguridad en el contexto de los procesos electorales y políticos en curso, y habrán de tener en cuenta los resultados de la evaluación estratégica del Secretario General, la importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad social y política en la estabilidad y seguridad de Haití, el desarrollo cada vez mayor de la capacidad del Estado haitiano, en particular la labor en curso para fortalecer la Policía Nacional de Haití, y el mayor ejercicio por parte de las autoridades nacionales de la responsabilidad del Estado haitiano en el mantenimiento de la estabilidad y la seguridad del país;




6. Exhorta a la MINUSTAH a que mantenga su capacidad de desplegar contingentes rápidamente en todo el país, incluidos activos aéreos adecuados;




7. Afirma su compromiso de tomar medidas en cualquier momento para adaptar el mandato y la dotación de la MINUSTAH, ante un cambio en las condiciones en Haití, si ello fuera necesario para preservar los progresos que ha hecho Haití hacia la seguridad y la estabilidad duraderas;




8. Toma nota de la aplicación del plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes, que ha centrado las actividades de la Misión en un conjunto básico de tareas encomendadas, conforme a lo acordado con el Gobierno de Haití, y observa que, dada la reducción de su capacidad y con miras a asegurar progresos constantes a medida que la Misión avanza hacia el período posterior a la consolidación, la MINUSTAH ha establecido prioridades entre las actividades de su mandato y seguirá centrando sus recursos en las esferas prioritarias, al tiempo que se completa la retirada progresiva en otros ámbitos en coordinación con el Gobierno de Haití y los asociados internacionales;




9. Decide que la MINUSTAH seguirá preparándose para su transición, concretamente mediante la elaboración de un plan de transición y la ejecución rigurosa del Plan de Consolidación de la Misión, y toma nota de la labor preparatoria que la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país vienen realizando para poner a punto un plan conjunto de transición encaminado a consolidar los logros de estabilización alcanzados con el apoyo de la Misión, de conformidad con su mandato;




10. Reconoce la potestad y la responsabilidad primordial del Gobierno y el pueblo de Haití en todos los aspectos de la estabilización del país; alienta a la MINUSTAH a que intensifique sus esfuerzos para proporcionar especialización logística y técnica, con los medios disponibles y de conformidad con su mandato, y en coordinación, según proceda, con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otras entidades que participan en la labor de estabilización, y prestar asistencia, cuando lo solicite el Gobierno de Haití, a fin de continuar las actividades de descentralización y el fortalecimiento de la capacidad de sus instituciones en los planos nacional y local, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno para extender la autoridad del Estado a todo Haití y promover la buena gobernanza y el estado de derecho en todos los niveles;




11. Insta encarecidamente a las instancias políticas de Haití a que cooperen entre sí por el bien del pueblo haitiano, aunando fuerzas para priorizar el regreso del país a la plena normalidad constitucional, lo que implica culminar el proceso electoral en curso y, sin más demoras, asegurar la celebración, con arreglo al calendario electoral establecido y de conformidad con la Constitución de Haití y las obligaciones internacionales de Haití, de elecciones presidenciales libres, justas, inclusivas y transparentes, así como la repetición parcial de las elecciones legislativas, junto con la primera ronda de elecciones a un tercio de los escaños del Senado cuyos titulares finalizarán su mandato en enero de 2017, de conformidad con la Constitución de Haití, e insta también a las instancias políticas de Haití a que alienten entre los ciudadanos un mayor nivel de participación en las próximas rondas electorales;




12. Acoge con beneplácito los esfuerzos de la Representante Especial del Secretario General para apoyar el proceso político en curso en Haití; reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que siga prestando apoyo a este proceso; y exhorta a la MINUSTAH a que suministre y coordine, según proceda, la asistencia electoral internacional al Gobierno de Haití, en cooperación con las instancias internacionales, incluidas la OEA, la UNASUR y la CARICOM, según corresponda;




13. Reafirma que Haití se encuentra en una importante encrucijada de la consolidación de la estabilidad y la democracia, y que es fundamental que sus dirigentes políticos y otras instancias practiquen el diálogo y se muestren flexibles para consolidar los avances logrados en los últimos años, a fin de que Haití se encamine firmemente hacia la estabilidad duradera y el desarrollo económico y que los haitianos puedan asumir responsabilidades aún mayores en ese sentido;




14. Recuerda sus resoluciones 1325 (2000), 1820 (2008), 1888 (2009), 1889(2009), 1960 (2010), 2106 (2013), 2242 (2015) y 2272 (2016), y alienta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de las instancias pertinentes, promueva una mayor participación política de las mujeres en el país, de conformidad con la Constitución de Haití;




15. Acoge con beneplácito el establecimiento de la Federación Nacional de Alcaldesas con apoyo del Ministerio del Interior y de Gobierno Local, el Ministerio de Asuntos y Derechos de la Mujer y la MINUSTAH;




16. Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haití, es indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional de Haití para que el Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del país en materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el futuro desarrollo de Haití;




17. Reitera que la capacitación de la Policía Nacional de Haití sigue siendo una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH; solicita a la MINUSTAH que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional y operacional de la Policía Nacional de Haití, en particular mediante esfuerzos renovados de capacitación y orientación del personal de policía y penitenciario, incluido el personal de rango intermedio; y exhorta a la MINUSTAH a que ponga las aptitudes del personal de la policía de las Naciones Unidas al servicio de esos objetivos y proporcione instructores y asesores técnicos cualificados;




18. Subraya la necesidad de asegurar el apoyo efectivo del Gobierno de Haití y de sus asociados internacionales y regionales a la Policía Nacional de Haití, a fin de cumplir los objetivos de lograr que como mínimo haya 15.000 agentes de policía en activo plenamente operativos para la fecha revisada prevista del fin de 2017, así como suficiente capacidad logística y administrativa, rendición de cuentas y respeto de los derechos humanos y del estado de derecho, un proceso estricto de selección, mejores procesos de reclutamiento y capacitación, controles más estrictos en las fronteras terrestres y marítimas y una mejor prevención de la delincuencia organizada transnacional;




19. Observa que ha comenzado la labor por parte de la policía nacional, con el apoyo de la MINUSTAH, y espera con interés el Plan Estratégico 2017-2021, cuyo objetivo es determinar las metas y los indicadores de desempeño sobre la base de un análisis exhaustivo de las capacidades de la policía nacional, y observa además que las actividades no culminadas durante el período 2012-2016 también se incorporarán en el Plan;




20. Destaca la necesidad de que haya una estrecha coordinación entre la MINUSTAH, los donantes y el Gobierno de Haití para mejorar la eficacia y las sostenibilidad de las actividades de capacitación de la Policía Nacional de Haití; solicita también a la MINUSTAH que facilite esta coordinación y continúe proporcionando orientación técnica a proyectos financiados por los donantes, según se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y penitenciarias, así como a otros proyectos destinados a apoyar la capacidad institucional de la Policía Nacional de Haití según proceda;




21. Alienta a la MINUSTAH a que, en cooperación con las instancias internacionales pertinentes, siga ayudando al Gobierno de Haití a hacer frente de manera efectiva a la violencia de las bandas, la delincuencia organizada, el tráfico ilícito de armas, el tráfico de drogas y la trata de personas, especialmente de niños, así como a asegurar la adecuada gestión de las fronteras;




22. Alienta a las autoridades de Haití a que continúen ejecutando el plan de reforma del sector de la justicia y adopten las medidas necesarias, incluso mediante la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial, para asegurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a que sigan haciendo frente a los problemas de la prisión provisional prolongada y las malas condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que respecta a las mujeres y los niños detenidos;




23. Exhorta a los donantes y otros asociados, incluidas las Naciones Unidas y las instituciones financieras internacionales, a que sigan apoyando el desarrollo de Haití a largo plazo, de conformidad con las prioridades establecidas por el Gobierno de Haití, y exhorta a las autoridades de Haití y los asociados internacionales a que adopten medidas transparentes para fortalecer la coordinación;




24. Exhorta al Gobierno de Haití y a los asociados para el desarrollo a que redoblen los esfuerzos para utilizar los mecanismos existentes de seguimiento de la asistencia con miras a aumentar la transparencia, la coordinación y la armonización con las prioridades de desarrollo de Haití;




25. Acoge con beneplácito la prolongación del marco estratégico integrado entre el equipo de las Naciones Unidas en el país y la Misión, que sirve para reforzar la cooperación entre los distintos elementos de la presencia de las Naciones Unidas en Haití;




26. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país, y pide a todas las instancias, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades de efecto a más largo plazo dirigidas a mejorar de manera efectiva las condiciones de vida delos grupos de población que requieren atención, en particular las mujeres y los niños;




27. Solicita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que contribuyan a crear un entorno seguro y estable y aumenten la titularidad nacional y la confianza de la población de Haití en la MINUSTAH, particularmente en los ámbitos prioritarios establecidos por los dirigentes de la Misión y en consonancia con las prioridades del Gobierno de Haití, según corresponda;




28. Condena enérgicamente los abusos y violaciones graves contra niños afectados especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y niñas, exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009), 1889 (2009), 2106 (2013), 2122 (2013) y 2242 (2015), y alienta a todos los agentes del Gobierno de Haití, la comunidad internacional y la sociedad civil a que renueven sus esfuerzos para acabar con la violencia sexual y por razón de género en Haití; y para mejorar la respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones y otros delitos sexuales; y alienta a las autoridades nacionales a que promuevan legislación nacional a este respecto;




29. Solicita a la MINUSTAH que siga aplicando su enfoque de reducción dela violencia en las comunidades, en estrecha colaboración con el Gobierno de Haití ,con especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las mujeres, los desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia, y que asegure que esta actividad se coordina con el equipo de las Naciones Unidas en el país y apoya la labor que este realiza para fortalecer la capacidad local en este ámbito teniendo en cuenta las prioridades haitianas;




30. Alienta a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular atención a las necesidades de los desplazados internos y otros grupos vulnerables, especialmente las mujeres y los niños, concretamente mediante servicios conjuntos de policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución1894 (2009);




31. Recuerda la resolución 2272 (2016) y solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales, y que continúe manteniendo informado al Consejo, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a que intensifiquen sus esfuerzos para prevenir los casos de conducta indebida y aseguren que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese tipo que impliquen a su personal;




32. Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular la atención a la responsabilidad de las personas por infracciones graves cometidas durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad internacional, según proceda, garantice el respeto y la protección de los derechos humanos por parte de la Policía Nacional de Haití y el poder judicial, y exhorta a la MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto;




33. Alienta a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, continúe utilizando los medios y la capacidad de que dispone, incluidos sus ingenieros, con miras a mejorar la estabilidad en Haití, fomentando al mismo tiempo una mayor titularidad de Haití en el contexto de su plan de consolidación basado en las condiciones existentes;




34. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianas en sus esfuerzos por controlar la circulación de armas pequeñas, crear un registro de armas, revisar las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, reformar el sistema de licencias de armas, y elaborar y aplicar una doctrina nacional sobre la policía de proximidad;




35. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones y las normas de enfrentamiento e intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario General que lo informe exhaustiva y oportunamente al respecto, así como a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía;




36. Solicita al Secretario General que lo mantenga al corriente y que lo informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH a más tardar 30 días antes de su vencimiento;




37. Solicita al Secretario General que continúe incluyendo en sus informes una evaluación exhaustiva de la situación en Haití, con especial atención a las condiciones de seguridad sobre el terreno y haciendo especial hincapié en la capacidad de la Policía Nacional de Haití, y que siga presentando un informe sobre la marcha del plan de consolidación como anexo de su próximo informe;




38. Decide seguir ocupándose de la cuestión.

- - -
DISCUSIÓN





El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Larraín otorgó el uso de la palabra.




A continuación, el Ministro de Defensa Nacional, señor José Antonio Gómez, indicó que Chile comunicó a la Organización de Naciones Unidas (ONU), en agosto de 2016, la decisión de nuestro país de cesar sus operaciones en Haití el 15 de abril de este año, a fin de proceder al retiro de sus tropas.





Agregó que la prórroga de la permanencia de tropas y medios solicitada en esta oportunidad, por dos meses, tiene por objeto asegurar la repatriación de maquinaria, vehículos y equipamiento pesado, tarea que se completaría en una fecha no posterior al 30 de junio de 2017. Es decir, la extensión sólo pretende facilitar el retiro de estos equipos, sin prolongar la operación militar.





Luego, destacó que el requerimiento sólo contempla una cantidad reducida de personal: 3 oficiales en el cuartel general y 55 efectivos. Explicó que lo anterior implicará un costo total de US$ 890.389, el cual ya se encuentra autorizado en el presupuesto del año 2017 del Ministerio de Defensa Nacional.





Por último, señaló que la Organización de las Naciones Unidas programó el término de la MINUSTAH para el día 15 de octubre del presente año. Añadió que, a partir de ese momento, se continuará apoyando el fortalecimiento del cuerpo policial haitiano. Al respecto, indicó que personal policial chileno se mantendrá en Haití hasta el 31 de mayo de 2018. Aclaró que la mantención de dicho personal policial por un tiempo adicional no requiere de autorización del Senado.





La Comisión destacó el rol que han tenido nuestras Fuerzas Armadas en Haití, durante los años que ha durado la misión. Al respecto, valoró positivamente el aporte de nuestros militares a la pacificación y estabilización de dicho país.





Asimismo, también resaltó el papel desempeñado por el Ministerio de Defensa Nacional y el Estado Mayor Conjunto en esta misión de paz.





Finalmente, solicitaron el envío de toda la información relativa a esta operación, al cierre de la misma, con el fin de proceder a su discusión en una sesión especial del Senado.





Sometida a votación la solicitud de S.E. la señora Presidenta de la República, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Larraín, Letelier, Pérez, Pizarro y Prokurica.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de abril de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.




Sala de las Comisiones unidas, 18 de abril de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.



1 MANDO OPERACIONAL (OPCOM) Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.
2 CONTROL OPERACIONAL (OPCON) Autoridad delegada a un comandante para dirigir fuerzas asignadas, de manera que el comandante pueda cumplir misiones o tareas específicas, las que usualmente están limitadas por función, tiempo o ubicación. No incluye autoridad para asignar el empleo separado de componentes de las unidades respectivas. Tampoco incluye, en sí mismo, control administrativo o logístico.
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